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I.
RESUMEN
1. El 1 de junio de 2004 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante "la Comisión Interamericana", "la Comisión" o "la CIDH") recibió una petición a favor de Jesús Reynaldo Aguirre Ching (en adelante “la presunta víctima”), presentada por William Arturo Valdivia Paredes (en adelante “el peticionario”), en la que se alegó la violación por parte de la República del Perú (en adelante "Perú", "el Estado" o "el Estado peruano"), de los derechos consagrados en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención Americana” o “la Convención”). El peticionario alegó que el 27 de junio de 1993 el señor Aguirre Ching fue asaltado por dos funcionarios de la Policía Nacional del Perú, quienes le dispararon con un arma de fuego y le provocaron secuelas físicas permanentes. Señaló que tales hechos fueron investigados en el fuero militar, el cual indicó que no era idóneo para perseguir delitos comunes como el perpetrado contra la presunta víctima. Agregó que a raíz de una actuación irregular de las autoridades militares, uno de los policías fue absuelto y el segundo obtuvo una resolución declaratoria de prescripción de la acción penal. Destacó que si bien fueron abiertas investigaciones en el fuero ordinario, esas fueron obstaculizadas por la existencia de un proceso penal militar. 
2. Por su parte, el Estado argumentó que el proceso penal seguido en el fuero militar se realizó conforme a la legislación vigente. Alegó que la presunta víctima no ejerció acción alguna tendiente a impugnar la competencia de dicho fuero y que tampoco se constituyó como parte civil en el proceso conocido en la jurisdicción ordinaria. Manifestó que los hechos alegados en la petición no tienden a caracterizar la violación a derechos protegidos en la Convención Americana y solicitó que la CIDH declare la denuncia inadmisible en virtud de los artículos 46.1.a) y 47.b) del referido instrumento.
3. Tras examinar la posición de las partes a la luz de los requisitos de admisibilidad establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión concluyó que es competente para conocer la petición y que la misma es admisible por la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento. Asimismo, en virtud del principio iura novit curia, concluyó que los hechos narrados en la petición podrían caracterizar la violación del derecho protegido en el artículo 5 de la Convención. La Comisión decidió notificar el presente Informe de Admisibilidad a las partes, hacerlo público e incluirlo en su Informe Anual.
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN
4. El 1 de junio de 2004 la CIDH recibió una comunicación de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en la cual adjuntó una petición de fecha 5 de abril de 2004, a favor de Jesús Reynaldo Aguirre Ching, originalmente dirigida al mencionado tribunal. La petición fue registrada por la CIDH bajo el número 697-04 y el 6 de mayo de 2005 el peticionario presentó información adicional. El 7 de mayo de 2009 se envió las partes pertinentes de esa documentación al Estado, otorgándole el plazo de dos meses para que presentara respuesta, de conformidad con el Reglamento de la CIDH.
5. El Estado presentó su respuesta el 20 de julio de 2009 y el 24 de febrero de 2010 envió información adicional. A su vez, el peticionario presentó observaciones el 22 de septiembre de 2009 y el 18 de marzo de 2011.
III.
POSICIÓN DE LAS PARTES
A.
Posición del Peticionario
6. Indicó que en la madrugada del 27 de junio de 1993 el señor Jesús Reynaldo Aguirre Ching, entonces con 18 años de edad y grumete de la Marina, transitaba por la Plaza San Martín en la ciudad de Lima, cuando fue interceptado por Eduardo Jesús Delgado Espinoza y Carlos Sifuentes Alejos, quienes se identificaron como miembros de la Policía Nacional del Perú (en adelante también “la PNP”). Afirmó que esos sujetos, quienes serían funcionarios civiles de la PNP, le exigieron su identificación y luego dinero. Ante su negativa, habría tenido lugar un pugilato, en medio del cual Sifuentes Alejos habría sacado su arma de servicio y efectuado dos disparos a quemarropa a la presunta víctima. Según lo alegado, los disparos perforaron la columna vertebral del señor Aguirre Ching, provocándole parálisis permanente, lo cual obligó a darlo de baja en la Marina por incapacidad física.
7. El peticionario sostuvo que el mismo día del ataque el titular de la 13ª Fiscalía en lo Penal de Lima inició una investigación para esclarecer los hechos pero que paralelamente la justicia militar dio inicio a otra investigación penal. Según lo alegado, el 10 de noviembre de 1993 la 13ª Fiscalía de Lima formalizó acusación contra los mencionados funcionarios de la PNP, solicitando que la Segunda Zona Judicial de la Policía Nacional del Perú se abstuviera de conocer el delito. Indicó que el 27 de diciembre de 1993 el Consejo Supremo de Justicia Militar habilitó jurisdicción al Consejo de Guerra Permanente de la Fuerza Aérea del Perú y que al día siguiente el 14º Juzgado Penal de Lima instruyó una orden de detención contra los policías investigados.
8. El peticionario señaló que el 15 de noviembre de 1999 el 1er Juzgado Sustituto de la Fuerza Aérea decidió absolver a Eduardo Jesús Delgado Espinoza, en tanto que el señor Carlos Sifuentes Alejos, quien se encontraba prófugo, sería el autor de los disparos. Según la información presentada, esa decisión fue confirmada el 13 de marzo de 2001 por el Consejo de Guerra Permanente de la Fuerza Aérea. Añadió que el 20 de octubre de 2005 el 1er Juzgado Sustituto de la Fuerza Aérea declaró prescrita la acción penal con relación a Carlos Sifuentes Alejos, en los términos de los artículos 80 y 83 del Código Penal vigente.
9. Con relación al proceso seguido en el fuero ordinario, el peticionario afirmó que el 28 de diciembre de 1993 el Fiscal Provincial de la 14ª Fiscalía en lo Penal de Lima formalizó denuncia contra los policías Eduardo Jesús Delgado Espinoza y Carlos Sifuentes Alejos por el delito contra la vida, el cuerpo y salud – lesiones graves. Sin embargo, indicó que Delgado Espinoza dedujo excepción de cosa juzgada en virtud de la sentencia absolutoria dictada en el fuero militar. De acuerdo con la información presentada por el peticionario, el 10 de octubre de 2002 el 14º Juzgado Penal de Lima declaró fundada la excepción de cosa juzgada y el 9 de septiembre de 2003 la Cuarta Sala Penal de la Corte Superior de Justicia de Lima confirmó dicha decisión. Esa información indica que el 30 de junio de 2009 el 14º Juzgado Penal de Lima declaró prescrita la acción penal contra Carlos Sifuentes Alejos y ordenó el archivo definitivo del expediente judicial abierto en el fuero ordinario.
10. El peticionario sostuvo que debido a la situación económica y los gastos en los que incurrió para recuperar su salud, el señor Aguirre Ching se vio impedido de constituirse como parte civil en el proceso ordinario. Manifestó que algunos recursos judiciales en el proceso militar no llegaron a ser presentados “sencillamente porque se notificaba en una fecha y había excedido el plazo para apelar” y que el representante legal del señor Aguirre Ching no tuvo pleno acceso al expediente judicial. Señaló que los presuntos victimarios nunca llegaron a rendir declaratoria ante el fuero ordinario y que pese a una orden de captura emitida contra el imputado Carlos Sifuentes Alejos desde 1999, las autoridades de la justicia militar no habrían adoptado las medidas necesarias para encontrarlo. Al respecto, afirmó que el señor Sifuentes Alejos poseía domicilio fijo y trabajaba como taxista en la ciudad de Lima, sin que fuera emplazado a presentarse a la justicia militar y responder a las acusaciones en su contra.
11. Según lo alegado por el peticionario, la Constitución Política del Perú establece en su artículo 173 que la competencia de la Justicia Militar está limitada a los delitos de función, los cuales definen como los cometidos “por personal militar y policial en situación de actividad o disponibilidad, cuando realicen un acto de servicio o en ejercicio del cargo o empleo […] estrictamente vinculados a la función castrense y están circunscritos exclusivamente a los hechos previstos y penados en el Código de Justicia Militar”. Manifestó que la justicia militar en el Perú no cumple los requisitos de independencia, imparcialidad y autonomía y que sus integrantes no contarían con la formación jurídica necesaria para el ejercicio de la magistratura.
12. En cuanto a los requisitos de admisibilidad, el peticionario argumentó que la presunta víctima se encontraba eximida de agotar los recursos de la jurisdicción interna planteados por el Estado peruano en su respuesta a la denuncia. Asimismo, afirmó que se aplica a la presente petición las excepciones previstas en los artículo 46.2.a) y b) de la Convención. Finalmente, arguyó que el Estado es responsable por la violación de los derechos consagrados en los artículos 8 y 25 del mencionado instrumento.
B.
Posición del Estado
13. Alegó que la presunta víctima no se constituyó como parte civil en el proceso penal seguido ante el fuero ordinario y que tampoco impugnó las decisiones del 14º Juzgado y Cuarta Sala Penal de la Corte Superior de Justicia de Lima, mediante las cuales declararon fundada la excepción de cosa juzgada a favor de Eduardo Jesús Delgado Espinoza. En cambio, afirmó que el señor Aguirre Ching participó activamente del proceso militar como parte civil, solicitando diligencias, embargo sobre los bienes de uno de los imputados y rindiendo declaración preventiva ante el 1er Juzgado de Instrucción Sustituto de la Fuerza Aérea, sin que hubiese impugnado la competencia de la justicia castrense para conocer los hechos. En base a lo anterior, argumentó que la petición no satisface el requisito de previo agotamiento de los recursos internos.
14. El Estado señaló que el cuestionamiento a la competencia del fuero militar efectuado por el peticionario carece de fundamento, pues el proceso penal fue tramitado con la estricta observancia al principio del juez natural y otras garantías consagradas tanto en la Constitución como en el Código de Justicia Militar de 1980, vigente a la época de los hechos. Manifestó que las alegaciones del peticionario no tienden a caracterizar la violación a derechos establecidos en la Convención y subrayó que conforme a la jurisprudencia del sistema interamericano, “una sentencia desfavorable no constituía per se una violación de los derechos humanos”. 
15. Finalmente, el Estado solicitó que la petición sea declarada inadmisible por incumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46.1.a) y 47.b) de la Convención Americana.
III.
ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD

A.
Competencia ratione personae, ratione loci, ratione temporis y ratione materiae 
de la Comisión

16. El peticionario se encuentra facultado por el artículo 44 de la Convención para presentar denuncias. La presunta víctima es una persona natural que se encontraba bajo la jurisdicción del Estado peruano a la fecha de los hechos denunciados. Por su parte, Perú ratificó la Convención Americana el 28 de julio de 1978. En consecuencia, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.

17. La Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones a derechos protegidos por la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de un Estado parte de dicho tratado.

18. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione temporis pues la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos por la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.

19. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se alega la violación a derechos protegidos por la Convención Americana.

B.
Agotamiento de los recursos internos

20. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, tengan la oportunidad de solucionarla antes de que sea conocida por una instancia internacional.
21. En la presente petición se alegó la violación a derechos protegidos en la Convención derivada de una actuación supuestamente irregular de las autoridades peruanas en torno a un intento de robo seguido de lesiones corporales graves en agravio del señor Jesús Reynaldo Aguirre Ching, ocurrido el 27 de junio de 1993. Se afirmó que dicho delito fue cometido por dos funcionarios civiles de la PNP. Se indicó que debido al conocimiento de tales hechos por un fuero judicial carente de imparcialidad, independencia y autonomía, la presunta víctima no contó con un acceso efectivo a la justicia. Asimismo, se adujo que los policías encausados fueron favorecidos por resoluciones judiciales firmes en el fuero militar.
22. De acuerdo con los alegatos de las partes, tras los hechos de 27 de junio de 1993 fueron abiertas investigaciones penales tanto en el fuero militar como en el ordinario. Con relación al primero, el 15 de noviembre de 1999 el 1er Juzgado Sustituto de la Fuerza Aérea dictó sentencia absolutoria a favor de Eduardo Jesús Delgado Espinoza y el 20 de octubre de 2005 declaró la prescripción de la acción penal en cuanto al segundo imputado, Carlos Sifuentes Alejos. En cuanto al proceso seguido en el fuero ordinario, la información disponible indica que el 3 de septiembre de 2003 la Cuarta Sala Penal de la Corte Superior de Justicia de Lima declaró la excepción de cosa juzgada a favor de Eduardo Jesús Delgado Espinoza. Esa información indica asimismo que el 30 de junio de 2009 el 14º Juzgado Penal de Lima declaró prescrita la acción penal con relación al imputado Carlos Sifuentes Alejos. 
23. El Estado peruano presentó la excepción de falta de agotamiento de los recursos internos, señalando que previo a la presentación del reclamo ante la CIDH la presunta víctima debió impugnar la competencia de la justicia militar y constituirse como parte civil en el proceso ordinario. A su vez, el peticionario afirmó que si bien la presunta víctima no dedujo conflicto de competencia, al formalizar denuncia contra los dos únicos imputados, la 13ª Fiscalía en lo Penal de Lima solicitó que la justicia militar se inhibiera de conocer los hechos del 27 de junio de 1993, ya que no estaba claramente constituido los supuestos de delito de función. El peticionario añadió que en las circunstancias de la presente petición, son aplicables las excepciones al agotamiento de los recursos internos previstas en los artículos 46.2.a) y b) de la Convención Americana.
24. Según el Reglamento de la CIDH y lo establecido en la jurisprudencia del sistema interamericano, toda vez que un Estado alega la falta de agotamiento de los recursos internos, tiene la carga de indicar cuáles recursos debieron ser interpuestos y demostrar que resultan “adecuados” para subsanar la violación alegada, es decir, que la función de esos recursos dentro del ordenamiento interno es idónea para subsanar las alegadas violaciones a derechos humanos traídas al conocimiento del sistema interamericano.
25. Si bien el Estado peruano afirmó que la presunta víctima debió constituirse como parte civil en el proceso ordinario y haber impugnado la competencia del fuero militar, la información disponible indica que el 10 de noviembre de 1993 la 13ª Fiscalía Provincial Especializada solicitó al 14º Juzgado de Lima se avocara el procesamiento de las lesiones corporales producidas al señor Aguirre Ching y que emplazara a las autoridades del fuero militar a que se abstuvieran de investigar tales hechos. A pesar de ello, los jueces militares siguieron conociendo los hechos del 27 de junio de 1993 y emitieron decisiones firmes que impedirían la persecución de los únicos imputados en el fuero ordinario. De lo anterior surge que el recurso señalado por el Estado peruano como idóneo en el presente caso, el cual es la impugnación de la competencia del fuero militar, fue incoado por los propios órganos de la jurisdicción interna, sin que obtuviesen un resultado favorable.

26. La Comisión se ha pronunciado en el sentido de que la jurisdicción militar no brinda un recurso adecuado para investigar, juzgar y sancionar presuntas violaciones a derechos humanos supuestamente cometidas por miembros de la fuerza pública
. Asimismo, la Corte Interamericana ha señalado que la justicia penal militar sólo constituye un ámbito adecuado para juzgar a militares por la comisión de delitos o faltas que por su naturaleza atenten contra bienes jurídicos propios del orden militar
. En este sentido, a los efectos del requisito de admisibilidad previsto en el artículo 46.1.a) de la Convención Americana, la Comisión concluye que el proceso penal seguido en el fuero militar no constituyó un recurso efectivo.
27. Ante la existencia de resoluciones judiciales firmes en el fuero militar y sus efectos sobre la persecución de los hechos del 27 de junio de 1993 en la jurisdicción ordinaria, la CIDH considera que el señor Aguirre Ching no habría tenido acceso a un recurso judicial efectivo, siendo aplicable por lo tanto la excepción prevista en el artículo 46.2.a) de la Convención Americana.
C.
Plazo de presentación de la petición
28. El artículo 46.1.b) de la Convención establece que para que la petición pueda ser declarada admisible, es necesario que se haya presentado dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que el interesado fue notificado de la decisión final que agotó la jurisdicción interna. Esta regla no tiene aplicación cuando la Comisión encuentra que se ha configurado alguna de las excepciones al agotamiento de los recursos internos consagradas en el artículo 46.2 de la Convención. En tales casos, la Comisión debe determinar si la petición fue presentada en un plazo razonable de conformidad con el artículo 32 de su Reglamento.
29. En el presente caso, la Comisión ha establecido que resulta aplicable la excepción prevista en el artículo 46.2.a) de la Convención. De acuerdo con la información presentada por las partes, al momento en que la CIDH recibió la petición, el 1 de junio de 2004, subsistían investigaciones penales tanto en el fuero militar como en el ordinario, por lo cual la presunta víctima tenía una expectativa legítima de que las lesiones corporales de las que habría sido objeto el 27 de junio de 1993 serían investigadas y sancionadas por los órganos de la jurisdicción interna. Con base en lo anterior, la CIDH concluye que la petición fue presentada dentro de un plazo razonable, en los términos del artículo 32 de su Reglamento.
D.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional

30. El artículo 46.1.c) de la Convención dispone que la admisión de las peticiones está sujeta al requisito respecto a que la materia "no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional" y en el artículo 47.d) de la Convención se estipula que la Comisión no admitirá la petición que sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior ya examinada por la Comisión o por otro organismo internacional. En el presente caso, las partes no han esgrimido la existencia de ninguna de esas dos circunstancias de inadmisibilidad, ni ellas se deducen del expediente. 
E.
Caracterización de los hechos alegados

31. A los fines de admisibilidad, la Comisión debe decidir si en la petición se exponen hechos que podrían caracterizar una violación, como estipula el artículo 47.b) de la Convención Americana, si la petición es "manifiestamente infundada" o si es "evidente su total improcedencia", según el inciso c) del mismo artículo. El estándar de apreciación de estos extremos es diferente del requerido para decidir sobre los méritos de una denuncia. La Comisión debe realizar una evaluación prima facie para examinar si la denuncia fundamenta la aparente o potencial violación de un derecho garantizado por la Convención y no para establecer la existencia de una violación. Tal examen es un análisis sumario que no implica un prejuicio o un avance de opinión sobre el fondo.
32. La Comisión estima que la alegada falta de idoneidad del fuero militar para conocer los hechos del 27 de junio de 1993 y la supuesta ausencia de una investigación eficaz podría caracterizar la violación de los derechos consagrados en los artículos 8 y 25 de la Convención, en relación las obligaciones establecidas en los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento. Por otro lado, en virtud del principio iura novit curia, la CIDH considera que la alegada participación de agentes del Estado en lesiones corporales al señor Jesús Reynaldo Aguirre Ching podría caracterizar la violación del derecho consagrado en el artículo 5 de la Convención. En la etapa de fondo la Comisión analizará si el Estado peruano es responsable por la supuesta violación de las referidas disposiciones convencionales a la luz de los criterios de atribución de responsabilidad aplicables en el derecho internacional de los derechos humanos. 
33. Por cuanto la falta de fundamento o la improcedencia de los reclamos presentados por el peticionario no resultan evidentes, la Comisión considera satisfechos los requisitos establecidos en los artículos 47.b) y c) de la Convención Americana.
  
IV.
CONCLUSIONES

34. Con fundamento en las consideraciones de hecho y de derecho expuestas, y sin prejuzgar sobre el fondo de la cuestión, la Comisión Interamericana concluye que el presente caso satisface los requisitos de admisibilidad enunciados en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana y, en consecuencia,
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:
1. Declarar admisible la petición bajo estudio, con relación a los derechos consagrados en los artículos 5, 8 y 25 de la Convención Americana, en conexión con las obligaciones previstas en los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento.
2. Notificar esta decisión al Estado y a los peticionarios.

3. Iniciar el trámite sobre el fondo de la cuestión.

4. Publicar esta decisión e incluirla en el Informe Anual, a ser presentado a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 22 días del mes de marzo de 2011. (Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero, y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
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